
CAPITULO SEXTO

6.-  MEDIOS DE IMPUGNACION PARA COMBATIR LA

INCONSTITUCIONALIDAD DEL IMPUESTO SUSTITUTIVO DEL CRÉDITO

AL SALARIO

Una vez que ha quedado demostrada la inconstitucionalidad del Impuesto

Sustitutivo del Crédito al Salario por violar los principios tributarios consagrados en la

fracción IV, del artículo 31 Constitucional, es preciso señalar el medio de defensa con el

que cuentan los contribuyentes para controvertir la afectación que dicho impuesto les

ocasiona.

Los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos concede a los particulares un medio de defensa denominado Amparo, el cual

tiene por objeto proteger al gobernado de algún acto de autoridad, restituyendo las cosas

al estado en que se encontraban originalmente tal como lo establece el artículo 80 de la

Ley de Amparo, de tal forma que los contribuyentes pueden combatir el impuesto

sustitutivo del crédito al salario con tal figura pues como ya lo analizamos con

anterioridad dicho impuesto viola las garantías constitucionales del gobernado y artículo

1° de la Ley de Amparo señala que el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda

controversia que se suscite:

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales.

Existen dos formas de interponer el amparo, ya sea indirecto o directo, mismos

que a continuación analizaremos.



6.1.- Amparo Indirecto

El amparo indirecto procede contra actos o resoluciones que no ponen fin al

juicio, es decir, procede en contra actos de legislativos como leyes, tratados

internacionales, decretos y acuerdos así como contra actos judiciales, administrativos o

del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido, entre otras cuestiones.

En el presente caso, lo que se pretende alegar es la inconstitucionalidad del

impuesto sustitutivo del crédito al salario consagrado en el artículo Tercero de las

Disposiciones Transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de tal forma que nos

encontramos ante la presencia de un acto legislativo y el artículo 114 establece que el

amparo procede:

I. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos

expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89

constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los

Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su

sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al

quejoso.

En base a lo que estipula éste artículo en su fracción I, se desprende que en

contra del Impuesto en comento, lo procedente es un amparo contra leyes.

La autoridad competente para conocer de un amparo contra leyes es el Juez de

Distrito quien en su sentencia puede conceder el amparo, negarlo o bien sobreseerlo

porque sobrevenga alguna de las causales de improcedencia del artículo 73 de la Ley de

la materia o por alguna otra circunstancia de las señaladas en el artículo 74 de la misma

Ley.

La demanda de amparo contra leyes se interpone ante el Juez de Distrito y el

plazo para interponerla varía pues el contribuyente tiene dos opciones:



1) Interponer la demanda de amparo desde que la Ley entra en vigor, situación

en la que se concede un plazo de 30 días para su interposición ante el Juez de

Distrito conforme los establece el artículo 22 de la Ley de Amparo o bien;

2) Interponer la demanda de amparo hasta el primer acto de aplicación en

perjuicio del quejoso en donde se concede un plazo de 15 días contados a

partir del día siguiente en que haya surtido efectos la notificación de la

resolución o acuerdo que se reclame o bien, cuando el quejoso haya tenido

conocimiento de ellos o de su ejecución o al en que se hubiese ostentado

sabedor de los mismos, conforme lo establece el artículo 21 de la Ley de la

Materia.

En el primer caso, estamos en presencia de una Ley Autoaplicativo, es decir, que

desde su entrada en vigor afecta a los particulares y el segundo caso se trata de una Ley

Heteroaplicativa la cual afecta al particular hasta que éste entre o encuadre en el

supuesto normativo,  por lo en este último caso necesariamente deben existir actos de

aplicación.

Tratándose del Impuesto Sustitutivo del Crédito al Salario existe una

controversia constitucional respecto a en qué momento los contribuyentes deben

interponer la demanda de amparo contra dicha Impuesto, si es desde que la Ley entro en

vigor o hasta el primer acto de aplicación; sin embargo, al parecer nuestro máximo

tribunal ha sostenido que en tratándose de dicho impuesto la manera de interponerlo es

hasta el primer acto de aplicación, es decir, es una ley heteroaplicativa puesto que los

contribuyentes al efectuar el pago del impuesto es porque encuadraron en el supuesto

normativo y ello es razón suficiente para acreditar su interés jurídico pues de lo



contrario, la demanda de amparo se desechará de plano por encontrar un motivo

manifiesto de improcedencia como lo es el que “las leyes, tratados y reglamentos que,

por su sola vigencia, no causen perjuicio al quejoso, sino que se necesite un acto

posterior de aplicación para que se origine tal perjuicio”, tal como lo establece el

artículo 145 y 73 fracción VI de la Ley de Amparo.

 Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia número 2ª./J. 43/2000 emitida por

la Segunda Sala del Tribunal Superior de Justicia, Tomo XI, visible en la página 112 del

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta y que a la letra dice:

Conforme a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, para
acreditar una afectación al interés jurídico del gobernado, que lo legitime para
impugnar en el juicio de amparo una disposición de observancia general con
motivo de su primer acto de aplicación, resulta necesario que se compruebe,
fehacientemente, que a través de dicho acto la respectiva hipótesis normativa se
concretó expresa o implícitamente en su perjuicio, lo que no puede derivar de
presunciones o de las afirmaciones contenidas en la demanda de garantías o en
los diversos escritos presentados durante la tramitación del juicio sino, en todo
caso, del contenido del supuesto acto de aplicación. En tal virtud, a través del
formato de declaración de pago de uno o varios impuestos, es factible acreditar
la aplicación de las disposiciones jurídicas que sirven de base a los diversos
cálculos cuyo resultado se plasma en él, siempre y cuando sea indudable que las
correspondientes hipótesis normativas sustentan los resultados contenidos en el
mismo, lo que no acontece si los datos reportados no generan convicción al
órgano de control constitucional sobre la norma que sirvió de base al cálculo de
un determinado concepto, situación que puede suceder cuando la ley
correspondiente establece diversos sistemas y, por ende, diferentes hipótesis o
porciones normativas, que regulan disímiles procedimientos para obtener el
mismo concepto, por lo que, en tales casos, para acreditar el respectivo acto de
aplicación no bastará, por sí solo, el formato de declaración de pago, ya que será
necesario el desahogo de la prueba idónea para acreditar el sistema utilizado y,
por ende, la norma jurídica efectivamente aplicada.

También contra el primer acto de aplicación de una ley puede proceder algún

otro medio de defensa que no necesariamente es el amparo como lo es algún recurso

que puede modificar, revocar o nulificar el acto reclamado, sin embargo, dicho recurso



es optativo es decir, el interesado puede hacerlo valer o bien impugnar inmediatamente

la Ley en juicio de amparo, tal como se desprende del artículo 73, fracción XII de la

Ley de Amparo.

El recursos con el que cuenta el contribuyente es el recurso de revocación (por

tratarse de materia fiscal), el cual se interpone ante la autoridad competente dentro de

los 45 días siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación de la

resolución; quien conoce de dicho recurso es la propia autoridad que emitió la

resolución y no hay que olvidar que el mismo es optativo.

También el contribuyente el lugar de interponer el recurso de revocación puede

promover directamente el juicio de nulidad ante el Tribunal  Federal de Justicia Fiscal y

Administrativa y cuenta para ello con 45 días contados a partir de que surta efectos la

notificación de la resolución.

De lo anteriormente señalado se desprende a manera de ejemplo que, cuando las

autoridades fiscales realicen una visita domiciliaria o ejerzan alguna de sus facultades

de comprobación a el contribuyente, conforme lo señala el artículo 42 del Código Fiscal

de la Federación y a consecuencia de estas se le determine al contribuyente en el acta

final de la visita una liquidación por no haber pagado el impuesto sustitutivo del crédito

al salario o bien el crédito al salario de sus trabajadores, el contribuyente tiene derecho a

interponer el recurso de revocación,  a promover el juicio de nulidad, a irse al amparo

indirecto en contra de la Ley que se le aplica o en última instancia y siendo la mas

ilógica, pagar la obligación fiscal.

1) Si decide interponer el recurso de revocación ante la resolución que se dicte

procede todavía el juicio de nulidad.

2) Ante la sentencia que se dicte por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y

Administrativa en juicio de nulidad, procede Juicio de Amparo Directo por constituir ya



una sentencia o resolución que pone fin a un juicio sin embargo, dicho amparo lo

explicare a detalle mas adelante.

3) Si decidió interponer amparo indirecto en contra de la ley que se le aplica, el

Juez de Distrito puede conceder, negar o sobreseer el amparo; si el Juez decidió negar el

amparo, contra esa sentencia procede todavía recurso de revisión ante el Tribunal

Colegiado de Circuito dentro de los 10 días hábiles contados a partir del día siguiente en

que surta efectos las notificación de la resolución recurrida tal como lo estipula el

artículo 83 de la Ley de Amparo.

6.2.- Amparo Directo

 El amparo directo procede contra sentencias definitivas o laudos o resoluciones

que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo,

respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser

modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida

durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado

del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o

resoluciones indicados.

De esta forma se desprende que el juicio de amparo básicamente tiene por objeto

revisar la legalidad o ilegalidad de una resolución emitida por un Juez por haber

aplicado mal alguna disposición o precepto legal o bien, por violentar alguna garantía

constitucional del quejoso más no se versa en enjuiciar la Ley.

La demanda de amparo directo deberá presentarse ante la autoridad responsable

que emitió la sentencia definitiva, el laudo o la resolución que pone fin al juicio dentro

de los 15 días contados a partir del día siguiente al en que haya surtido efectos,



conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que

reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se

hubiese ostentado sabedor de los mismos.

La autoridad responsable que emitió la sentencia definitiva, el laudo o la

resolución que pone fin al juicio tiene la obligación de hacer constar al pie del escrito de

demanda, la fecha en que fue notificada al quejoso la resolución reclamada y la de

presentación de la demanda, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas

fechas puesto que a falta de la constancia de estos datos, de sancionará en los términos

del artículo 164. (Artículo 163 de la Ley de Amparo)

La autoridad competente para conocer del juicio de amparo directo es el

Tribunal Colegiado de Circuito quien podrá conceder el amparo, negarlo o sobreseerlo.

Contra las resoluciones que en materia de amparo pronuncien los Tribunales

Colegiados de Circuito procede recurso de revisión de conformidad con la fracción V

del artículo 83 de la Ley de Amparo, cuando las mismas decidan sobre la

constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos

expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89

constitucional y reglamentos locales expedidos por gobernadores de los Estados, o

cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.

El artículo 84 fracción II de la Ley establece que la Suprema Corte de Justicia de

la Nación es la autoridad competente para conocer del recurso de revisión en contra de

las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados

de Circuito, siempre que se esté en el caso de la fracción V del artículo antes citado y

ésta únicamente resolverá sobre la inconstitucionalidad de la Ley, tratado internacional

o reglamento impugnados, o sobre la interpretación directa de un precepto de la

Constitución Federal (Artículo 93 de la Ley de Amparo), es decir, la Suprema Corte de



Justicia de la Nación en el recurso de revisión únicamente resolverá sobre la

inconstitucionalidad de Leyes.

Analizado todo lo anterior y volviendo al caso que nos compete, cuando la

autoridad fiscal determine en el acta final al término de la visita una liquidación al

contribuyente por la omisión de pago del Impuesto Sustitutivo del Crédito al Salario o

bien del crédito al salario correspondiente a sus trabajadores y éste interpone juicio de

nulidad o primeramente recurso de revocación y luego juicio de nulidad y el Tribunal

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa dicta sentencia contraria a sus pretensiones,

el contribuyente podrá interponer juicio de amparo directo por ser ya una sentencia

definitiva que pone fin al juicio y respecto de la cual no procede ningún recurso y en la

cual puede hacer valer las violaciones que se cometieron dentro del juicio o las

cuestiones de constitucionalidad de la ley.


